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ra, que se muestra partidaris de una posible reforma de la institucidn,
intenta soluciones conclusivas, éstas nos parecen poco claras y escasa-
mente fundadas. Contursi Lisi resolveria el problema de la relacién de
pertenencia mediante la creacién, entre las cosas accesorias, de una ca-
tegoria aniloga a las “res manecipi” que seria objeto de especifica tu-
tela juridics.

En la primera parte del trabajo la autora examina los resultados
obtenidos por la docirina anterior al Cdédigo civil de 1942, y no con una
finalidad meramente informativa, sino que sobre los mismos elabora una
gran parte de su estudio. Contursi se muestra muy poco conforme con la
actual reglamentacién, & la que achaca falta de direccién legislativa y
el haber creado una categoria supérflua y meramente doctrinal. Efecti-
vamente, el Cédigo eivil italiano parece sancionar la relacién de perte-
nencia en sentido unitario y objetivo, relacién que produciria efectos de
por si, por ley e independientemente de cualquier consideracién subjetiva,
pero, en realidad, se enuncia un principio sin actuar sus légicas conse-
cuencias, como deduce la autora del examen de los articulos 819 y si-
guientes del Cédigo civil. Comparando las actual reglamentacién de las
pertenencias con la que era posible dedueir del Cédigo civil derogado,
aparece aquélla menos propicia que ésta al reconocimiento de una autén-
tica unidad juridica resultante de una efectiva unidad de tipo ccondémieo.
El elemento subjetivo continia siendo fundamental, y precisamente en
su virtud podrd cesar la unidad objetivo-econémica caracteristica de la
relacién de pertenencia.

En el capitulo tercero de la obra, la auiora concluye por nigar, a base
de un detallado examen de los textos legales, la posible distineién actual
entre pertenencia como relacién de tipo ideal y la “pars rei” en la que
aparece una vinculacién fisica, e insiste ¢n que el elemento juridicamente
relevante en la relacién de pertenencia, tal como aparece regulada en la
actualidad, es sobre todo una continuada manifestacién de voluntad por
parte del destinante.

Los tres tultimos capitulos de este, en gran parte, brillante tra-
bajo, estdn dedicados al comentario de las disposiciones que fuera del
Cédigo civil regulan las pertenencias y que son propias del Derecho pro-

cesal, maritimo y agrario.
Javier ALONSO MARTINEZ

DIEGO LORA, Carmelo de (Doctor en Derecho ¥ Juez de Primera Instan-
cia e Instrucciém): “La comsignacién judicial (estudie tedrice-prac-
tico)”. Boech. Barcelona, 1952. En cuarto, 139 pags.

-

He aqui, en sintesis, el contenido de esta monografia, mucho més in-
teresa ite por su tema que por el desarrollo del mismo:

"L *“Introdoceién”.—FEl autor pretende ver una ingeparabilidad del
Derecho procesal y el Derecho ma erial niferentes a ka “consignacién
judicial”, que, segiin él, se da en esie proceso como en todos los demas
especisles, por razén del derecho subjetivo material que en ellos se
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hace valer. En cuanto s nomenclatura, scoge la expresads, si bien
reconoce que la denominacion téenica habria de ser: “proceso liberato-
rio de consignacién”, Contra la ubicacién de lag normas que la regulan
(C. e, libro IV, tit. I, cap. IV, geccién 1.%), la institucién es indudable-
mente procesal,

II. “Naturalezs juridica de la congignacién judicial en nuestro De-
recho”.—Recoge el autor la concepcién general de la consignscién como
forma de pago (negocio juridico, segin Ruggiero) o, al menos, de ex-
tincién de la obligacién (Pothier), desechando, como inadecuada a nues-
tro Decrecho positivo, la mantenida por la doctrina alemana (von Thur,
Enneccerus) y Pérez y Alguer, que ve en dicha figura un contrato (de
depbsito) “in favorem tertii” (el acreedor), incurriendo en €l error de
tomar el medio utilizado por la tofalidad de la imstitucién.

A) “Caracter procesal” —“...en nuestro Derecho la consignacién ju-
dicial no es un negocio juridico ni un medio anormsal de pago: es un
proceso liberatorio sustitutivo del pago que produce efectos andlogos s los
del mismo pago respecto a la obligacion”. Se trata del proceso es-
pecialmente configurado (por el C, e, articulos 1.178-1.180) para que
el deudor halle proteceién a su auténtico “derecho al cumplimiento” (ne-
gado por Crome y mantenido por Ruggiero).

B) TFin y justificacion—E] proceso de consignacién tiene por fin “ob-
tener el deudor la liberacién de su obligacién mediante la entrega judi-
cial de la cosa debida”. Su existencia viene justificmda por la simple
consideracién de que, reconocido el derecho del deudor a cumplir su obli-
gacién (para liberarse del “periculum rei”, poner fin al devengo de inte-
reses, cancelar las garantias, ete.) y siendo precisa para el cumpli-
miento normal la cooperacién voluntaria del acreedor, cusndo éste se
opone a reaibir la prestacién o Ias circunstancias lo impiden, es preciso
arbitrar un medio para que ls intervenciém judicial supla la del sujeto
activo de la obligacién.

IT1. “Formas procesales sugtitutivas del pago: el proceso de consig-
nacién” -—Nuestro Derecho no regula el cauce procesal de 1a consignacién
judicial (C. c., articnlos 1,178 y 1.180), y su laguna ha sido integrada
por la préctica econ una doble solucién: si no hay oposicién a la
pretensién del deudor (consignante), se trata de un acto de “ju-
risdiccion voluntaria” (L. e. e, aritulo 1.811), en olro caso, estaremos
ante un proceso declarativo ordinaric (L. e. c., articulo 481), El autor
Ppostula Ia sustitucién de ese usual “expediente” por un verdadero “pro-
ceso” especial que—con eficacia no definitiva: posibilidad de ulterior pro-
ceso declarativo ordinario—resuelva sobre la liberacion del deudor cuan-
do éste prefiera su cauce sencillo al del siempre posible proceso declara-
tive ordinario. .

IV. “Diferenciag con otras consignaciones”: A) Judicial—El “pro-
ceso liberatorio de consignacién”, cualquiera que sea su procedimiento, o
tramitacién, presenta perfiles bien definidos frente al resto de las con-
signaciones judiciales (I. e. ¢., articulos 1.618, 2.°: requisito simultineo
a la demanda de retracto, 1406 y 1.446: para evitar el embargo pre-
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ventivo, 1.566: requisitc simultdneo s la interposicién de los recursos
contra las sentencias condenatorias en los procesos especiales de desahu-
cio; Ley de Arrendamientos urbanos, articulo 161: para “enervar la
accién” o “rehabilitar el contrato” en los procesos especiales sobre re-
solucién del contrato de arrendamiento de inmueble urbano por falia
de pago de la renta, y Ley de 15 marzo 1935, articulo 29, segundo pé-
rrafo: lo mismo en arrendamiente de inmucble rastico): el consignan-
te Teconoce la existencia de su deuda e inicia y sigue el proceso con la
pretensién de ser liberado de ella mediante este “procedimiento de pago”,
lo que constituye el objeto principal y exclusivo del proceso,

B) “Bancarias”.—Al ingreso de la cantidad debida en la cuenta vo-
rriente del acreedor le ha reconocido la Jurisprudencia los caracteres
de pago con arreglo al Cédigo civil, artigule 1.172, sin que por ello se
aproxime esta figura a la de la congignacién judicial,

C) *“Convencionales”.—No son formas sustantivas del pago sino mo-
dalidades de éste segiin lo expresamente pactado.

V. “Fuentes de su regulacién” —No obstante hallarse aludido en
nuestro Derecho histérico (Partidas V, 14, 8), el “proceso liberatorio
de consignacién” fué totalmente preterido por la Ley de Enjuiciamien-
to civil, lo que no impidié se diera en la realidad (Sentencias 26 noviem-
bre 1866 y 1 febrero 1872). Creado, pues, por la préctica judicial, su
construecién dista no poco de la perfeccién. He aqui las normas aplica-
bles por su orden: 1.° Cédigo civil, articulos 1.176-1,181, relativos a los
presupuestos, el procedimiento, o tramitacién, y los efedtos, sunque sin
agotar todos los problemas ni mucho menos. 2% Ley de Enjuiciamiento
civil, libro I, 8.° Jurisprudencia {(que el auior recoge por orden crono-
16gico al final de la obra, con expresién de los problemas abordados en
cada sentencia). 4° Practica judicial, cuya legitimidad funda el autor
en €l Codigo civil, articulo 6.°, calificindola de “costumbre local” (“usus
fori”), pero que—segin él, y este es el “leit motiv” de la obra—debe
ser corregida prescindiendo del usual “expediente” de jurisdiccién vo-
luntaria (error que sancionard el Cédigd procesal de la Zona del Pro-
tectorado marroqui, articulos 1.518-1.519). 5° Doctrina cientifica, prin-
cipalmente juscivilisba, pues los procesalistas mo han prestado gran
atencion a esta figura.

VI. “Naturaleza procesal de la consignacién judicial”.—El autor
mantiene la tesis de que “el proceso liberatorio de consignacién... es, en
nuestro Derecho, un proceso especial de jurisdiccién contenciosa (“sic”),
8 través de un oscuro y confuso—atn mas gne el tama, sa exposicién—
estudio de la jurisdicaién contenciosa fremie a la voluntaria, tanto “en
Ia docirina” (donde se barajan aulores de lms mas opuestas direcciones)
ecomo “en la Ley de Enjuiciamicnto eivil espaﬁoia”. Concretando adan
mis, se traia de un proceso constitutivo (de extineién).

VIi. “Estudio del proceso liberatorio de consignacion”—Como en
todos los demas procesos especiales por razén del derecho subjetivo ma-
terial que en ellos se hace waler, las nommas gue rigen el que nos ocn-
pa se hallan profundamente condicionadas por la situacién juridiea ma-
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terial sobre que se ha de decidir: liberacién del deudor deseoso de cum-
plir su obligacién (ver “I. Introduccién”).

VIII. “Presupuestos procesales”.—Actuaciones exiraprocesales an-
teriores a la deducecién de la demanda:

A) “Ofrecimiento de pago”—Exige los mismos requisitos subjetivos
(Sentencia 20 noviembre 1918), objetivos y de tiempo y de lugar que
el propio “pago” (C. c., arts. 1.157 y sg.). Muy semejante al “acto de
conciliacién” (cuya forms puede adoptar), no puede identificarse con
él. En cuanto s la forma, ninguna es exigids concretamente, pero cual-
quiera que sea la que revista, la oferta ha de ser real, efectiva, “consis-
tente en que el deuwdor ponga a disposicién del acreedor” la cosa de-
bida (C. ¢., art. 1.176: “admitir”, y Sentencias 5 y 8 julio 1948, “ex
analogia”) incondicionalmente (Sentencia 27 noviembre 1906). Apar-
te el efeqto que e! ofrecimiento surte en el “proceso liberatorio de con-
signacién”, produce cierta eficacia juridica material, sin llegar a equi-
valer al cobro por el acreedor (Sentencia 16 octubre 1902): excluye la
“mora solvendi”, constituyendo al acreedor en “mora accipiendi” (Sen-
tencias 9 julio 1941, 5 junio 1944 y 21 junio 1947), e incluso—sostiene
el autor, contra la jurisprudencia citada—suspende el devengo de intere-
ses y transfiere al acreedor el “periculum rei”. Cuando el acreedor no
puede (ausente o incapaz) hacerse cargo del pago, cuando se ignora
quién sea el acreedor, o cuando varios pretendan serlo, cuando se haya
extraviado el titulo de la obligacién, no se exigird el previo ofrecimiento
de pago (C. e., art. 1.176, segundo parrafo, y Sentencias 23 marzo 1929 y
12 enero 1943).

B) “Aviso” de su intencién de congignar dado por el deudor a los
interesados en la obligacién, “como un dltimo intento de avenencia”, en
evitacién del proceso, Es exigido en todo caso (oontra: Seniencia 12
octubre 1943): Coédigo civil, articulo 1.178, primer pédrrafo “in fine”.
“Las. personas interesadas en el cumplimiento de la obligacién”, que
el Codigo civil (art. 1.777, primer péarmafo) desigma comp destinatmrias
del “anuncio”, son todos cuantos, directa o indirectamente (acreedores del
acreedor concursado o suspenso, posibles causahabientes del acree-
dor incapaz o ausente), principal o subsidiariamente, activa o pasiva-
mente, tengan relacién con la obligacién que se va a extinguir. El “anun-
cio” puede adoptar cualquier forma: procesal (acto de conciliscién con
notificaciones por edictos en su caso) o extraprocesal (con la publicidad
usual: periédicos, ‘radio, pregones, en su caso), e incluso integrar unm
solo acto con el “ofrecimiento”, a continnacién de éste,

C) “Derecho comparado” —Expone el autor sucintamente el Dere-
cho positivo al respecto de el Protectorado marroqui {cuya Ley proce-
sal no exige el “anuncio™), Francia (idem), Ttalia, Alemania (no pro-
cesal y sin “ofrecimiento” ni “anuncic”) y Suiza.

IX. “Supuestos procesales”: A) “Causa”—Con bastante confusién
de ideas acerca de tan inpreciso concepio, el autor sostiéne gue la del
“proceso liberatoric de consignacién” viene integrada por dos con-cau-
sas: el derocho del deudor a liberarse y la imposibilidad de hacerlo extra-
proceszalmentie.
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B) “Juez competente”.—Por tratarse de un proceso especial (inapli-
cabilidad de la Ley de Enjuiciamiento civil, art. 482 a 486: art. 481) y
no hsbiendo norms que expresamente lo regule (C. c., arts, 1.178, pri-
mer pérrafo: “la Autoridad judicial”, y 1.180, primer pérrafo: “Juez”),
de acuerdo con la regla implicita en nuestro Derecho, corresponde conc-
cer de este proceso a los 6rganos de la Jurisdiccién ordinsria, siendo
competentes, dentro de ellos, los Juzgados de primera instancia, y nun-
ca (cualquiera que sea la cuantia de la consignacién) los municipales
(contra lo que preceptia la legislacién del Protectorado marroqui). En
cuanto a la competencia territorial, es indudable que, en virtud del Cédigo
eivil, art. 1.177, segundo parrafo, reside en el Juzgado en cuya circuns-
cripeién se convino el pago de la obligacién que se quiere extinguir (fue-
ro principal) o aquél en cuya circunsecripeién “existia” la “cosa determi-
nada” en cduya entregs consiste la obligacién “en el momento de cons-
tituirse” ésta o, por tltimo, aquel en cuya circunscripeién se encuentre
€l “domicilio de! deudor” (C. c., art. 1171, y Sentencia 24 enero 1948).

C) “Legitimacion” —Activamente lo estd, sin duda, el deudor (Cédi-
go civil, arts. 1.176, primer parrafo, y 1.180); pero también “cualquie.
tercero, aunque carezca de interés en la obligacién” (C. e., arts. 1158,
primer parrafo, y 1.177, segundo phrrafo, y Sentencias 20 junio 1914 y
23 marzo 1929), contra la opinion de Nart; no es preciso que sea “una
misma persona la que realice la consignacién y la que haga el ofreci-
miento y el aviso previos”. Pasivamente—aunque el silencio del Cédigo
civil pudiera inducir &l error de creer que no existe tal parte proce-
sal—estd legitimado el mereedor o su répresentante (C. e, art, 1.162, y
Sentencia 15 junio 1946) asi como las “varias personas que prebendan
tener derecho a cobrar”—en el supuesto especifico previsto por el C9-
digo civil, articulo 1.176, segundo pérrafo “in fine”— De acuerdo con
el Cédigo civil, articulo 1.178, segundo parrafo, en la préctica se en-
tiende legitimados & cuantos esién interesados en el cumplimiento de Ia
obligacién, convirtiendo la preceptiva “notificacién” en un “emplaza-
miento”.

X. “Actos procesales”: A) “Demanda” —No es en este proceso—como
en casi todos—el puro acto de inieiacién, sino que comporta la preten-
sién. Se rige por Ia norma general de la Ley de Enjuiciamiento eivil,
articulo 524. Simultineamenie el deudor resliza la “consignacion”, “de-
positando las cosas debidas a disposicién” del Juzgado (C. e, articu-
lo 1.178, primer parrafo); con lo que dicho estd gue ial medio de extin-
cién es sblo viable tratandose de obligaciones positivas cuya presta-
cién consista en un “dare”, lo mismo de dinerc (eon aplicacién del Real
Decreto de 24 diciembre 1906) que de otros bienes mucbles (pudiendo
constituirse depositario al Secreiario, al propio deudor: Sentencia 8 oe-
tubre 1887, 0 a un exirafio, y siendo aplicables por analogia bien la Ley
de EBnjuiciamiento civil, articulo 1.175, sobre depésito de los bienes del
concursado, bien log articulos 1.409, 1.410 y 1.453, sobre embargos), que
inclugo de bienes inmuebles (aunque excluidos del contrato de depdsi-
to: C. c., art, 1761, susceptibles de “secuestro”: C. ¢, arts. 1785 y
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1.7868, y L. h., art. 42, apartados segundo y décimo), nunca para obliga-
ciones positivas cuys prestacién sea un “facere” ni para obligaciones
negativas. Una vez més contra la opinién dominante—que parte de la
consignacién judicial como “acto de jurisdiccién voluntaria”—, el autor
gostiene la necesidad de la representacién por Procurador y Ja direccién
por Letrado (Ley Enjuiciamiento civil, articulos 3.° y 10). El “acto de
conciliacién” previo no es preciso, porque su funcién es cumplida por el
“ofrecimiento” y el “anuncio”, aparte los casos que encajen en la Ley
de Enjuiciamiento civil, art. 460, segundo pérrafo, nimero 5° Con la
demanda presentara el deudor el documento que acredite la representa-
cién por su Procurador y cuantos justifiquen el cumplimiento de los
“presupuestos procesales” (“ofrecimiento” y “anuncio”), Ia existencia
de la obligacién y demés datos en apoyo de su derecho, junto con copias
de cada uno de ellos y de la demanda en nimero igual al de loe inte-
resados a quienes ha de ser notificada (L. e, ¢, libro II, tit. II, capitu-
lo 1.9, seccién cuarta),

B) “Admisién de la demanda y emplazamiento”..—Cumplidos los an-
terieres requisitos, el Juzgado dictard una providencia admitiendo & tri-
mite la demanda, aceptando la consignacién efectuada y ordenando dar
traslado de aquélla y emplazar a los inieresados para contestarla en el
de diez dias (en la préctics, snte el silencio de la Ley; ofras veces, por
aplicacién de la L. e. c., art. 877, cinco dias), llevdndose a efecto tal ‘in-
timacién de comparecencia de acuerdo con las normas generales (Ley
de Enjuiciamiento civil, arts. 271, 272 y 274).

G) *“Actitudes de Jos demandados”.-—Si no comparecen dentro del pla-
zo, seréd decretada de oficio (R. D. de 2 abril 1924) su “rebeldian”, realizén-
dose los sucesivos actos de comunicaeién segiin las normas generales (Ley
Emnjuiciamiento civil, arts. 281 y ss.), sin que ello implique la estimacién
de la demanda (Sentencias 11 enero 1886, 27 noviembre 1897 y 4 mayo
1909). Caso de que comparecieren deniro del plazo (que serd prorro-
gable para contestar), podrin mostrar su conformidad (allanamiento)
o su disconformidad (oposicién) con la pretensién del actor: En el pri-
mer caso (si el allanado tiene capacidad y legitimacién), ¢l Juzgado
habri de estimar la demanda (Sentencias 29 febrero 1888, 16 noviembre
1889, 18 abril 1901, 11 mayo 1904 y 22 enero 1908). En el segundo su-
puesto, el Juzgado fallard de acuerdo con los elementog de juicio obran-
tes en autos, sin posibilidad (no aludida en el C. c.) de recibimiento a
prueba, reservando al actor, caso de no estimar su demanda, el derecho
a acudir al proceso declarativo ordinario. El desistimiento del actor serd
siempre posible sin necesidad de gue lo consientan los demandados, dada
in provisionalidad de la decisién o este proceso especial

D) “Aportacién de pruebas” —Sélo cabe Ia prietica de la documen-
tal que el actor y los demandados deduzean con sus demanda y contes-
tacién, respectivamente, y las que, por la via excepcional de “pars me-
jor proveer”, acuerde el Juzgado (L. e. c., articulo 340). No exisie pe-
riodo de prueba.

E) “Decisién judicial”.—Adoptars la forma de sentencia. El plazo para
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dictarla mantiene el autor (por analogia con la L. e. c., articulos 701 y
768, sin alegar razones convincentes) sers el de cinco dias, a contar de
la declaracion de rebeldia o de la provindencia teniendo por contestada
la demanda (en una y otra se mandari traer los autos a la vista para
dictar sentencia). Serd redactada conforme a las normas gencrales (Ley
enjuiciamiento civil, articulo 872). En todo caso, cualquiera que sca
su fallo, deberd “contener la reserva... de que las partes pueden scudir
al juicio ordinario”. .

XI. “Diversos valores del fallo”: A) “Valor juridico formal: recur-
sos” —La sentencia decisoria del “proceso liberatorio de consignacién” es
susceptible de los recursos de: “aclaracién y adicién” (que el autor cali-
fica de “remedio”, segtin le definicién de éstos de Plaza), “apelaciém”
{que serd admitido en ambos efectos) y “casacién” (cuya procedencia,
contra la doctrina jurisprudencial, mantiene, negando la adscripcién de
este procedimiento a la “jurisdiceién voluntaria”) por quebrantamiento
de forma.

B) “Valor juridico material”.—No lo tiene la resolucién gue pone fin
al “proceso liberatoric de consignacién”; pero no tanto porque no sea un
“proceso” sino un “acto de jurisdicién voluntaria” (doctrina de la juris-
prudencia), cuanto por razén de las sumariedad y facilidad de su trami-
tacion, compatibles con su auténtica naturalezs de “proceso”, mas deter-
‘minantes de la provisionalidad de su decizién.

C) “Valor liberatorio” de la sentencis dJdeclars bhien hecha la com-
gignacion—iSe manifiesta en una doble direccién: liberacién del deudor
de toda responsabilidad (si bien del modo provisional y revocable que
corresponde & la sumariedad de los trémites seguidos) y derecho del deu-
dor a obtener la cancelacién de la obligacién principal y de las accesorias.

D  “Valor juridico temporal”. —Toda esta eficacia juridica material de
la decision se retrotrae al momentc en que tuvo lugar la consignacién
de lo debido, y no (contra la opinién de “Mucivs Scaevola”) sl del ofre-
cimiento, que no haee 3ino extinguir la “mora debitoris” y crear Ia “mora
ereditoris”, La retroactividad implica para el acreedor beneficios (frutes
e intereses de lo consignado) y perjuicios (retribucién del depésito, dafios
v pérdida de lo consignade). )

XIf. “Costas processles” —Si bien el autor no duda de que el cri-
terio de imposicién de las mismas es el objetive (“victus victori”) cuando
Ia consignacién es declarada bien hecha, resulta ambigue en cuanto a la
norma vigenie para el caso contrariv (consignacién que no es declarada
bien hecha): ;objetivo? o ;subjetivo? (pags. 112-113).

XTI1. “Titularidad del depésito iras el fallo” —Sélo el acreedor tie-
ne la disponibilidad de lo depositado, y puede usarla en favor de! deudor
dsponenie, pero como si se tratara de cualguier otra tercera persona:
C. ¢, articulo 1181, por lo que (conira las opiniones de Castin y Nart)
10 habrd aqui “novacién” de la primitiva obligacién (extingnida por et
proceso liberatorio de consignacién) ni cosa que se le parezea, sino crea-
cién de una nueva entre los mismos sujetos.

XIV. “Desistimiento” —El autor mantiene este término frente al de
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“revocacién”, que emplean los Derechos alemén e italiano en consonan-
cia con el cardcter més juridico material de la actividad con él designada.
Niega relevancia al desistimiento con respeto & la mora, en que para
nada influyé tampoco el depésito, sino la oferta. Su eficacia se limita a
la extincién del proceso en marcha, dejando abierta la posibilidad de su
reproduccién, La obligacién continuard inmutable, si bien asimismo con-
tinuard la “mora accipiendi” que originé la oferta del deudor. Llevard
implicita la condena del desistente al pago de las costas,

XV. “Depésito y consignacién en Derecho comparado”.—En el De-
recho espafiol no pasa de ser el presupuesio indispensable del “proceso’
liberatorio de consignacién” al momento de cuya realizacién se retro-
traen los efectos liberatorios de su decisién favorable al consignante. En
el Derecho alemédn produce la transferencia de los riesgos al acreedor y
una excepeidén dilatoria de el deudor y el fiador (o poseedor de la garan-
tia real) frente a él si reclama el pago. Erréneamente dentro de este
apartado XV, bajo el epigrafe “Critica”, el autor compara el sistema de
nuestro C. c. con el del alemdn: aquél brinda la ventaja de la simplicidad
del procedimiento sumario (aunque de efectos provisionales), éste, Ia no
necesidad del ofrecimiento de pago, vinculando sus efectos en nuestro
Derecho “mora accipiendi”) también al acto de la consignacién; conse-
cuentemente, el autor proclama las excelencias de un sistemsa que, con-
servando lo esencial del espafiol, incorporara la caracteristica ventajosa

del germano.
José Marfa GONZALEZ LOPEZ
Abogado

IGLESIAS, Juan: “Derecho romano. Instituciones de Derecho privado™.
2.2 edicidn, revisada; 2 volimenes, Barcelona, Ediciones Ariel. 1953,

Con motivo de la primera edicién de esta obra, nos ocupamos, en el
propio ADC, d¢ destacar su intrinseca valia y lo que ella representa en el
campo del romanismo actual (1).

En el corto espacio de dos afios aparece la segunda edicidn, que, frente
a la primera, ofrece dos innovaciones: la nueva ordenacién de la parte
relativa al Procedimiento Judicial, que colocada al final de la obra en Ia
primera edicién, pasa ahora a! capitulo ITI después de los dedicados en el
Libro I al Sujeto del Derecho y al Negdcio Juridico; la otra immovacitn
reside en una profunda revision y ampliacién de la bibliografis, robus-
teciendo de este modo uno de los més positivos méritos del trabsjo.

Como espaiioles, y modestos cultivadores de la misma disciplina gue
el autor, no debemos dejar de destacar con orgullo la favorabilisima aco-
gida que 18 cbra de Iglesias ha tenido enfre los romanistas extranjeros.
Numerosas resefias, aparee’das en las mas autorizadas Revistas de ia
especialidad, han coincidido uninimemente en un juicio justificadamente
landatorio. DE VISSCHER, en los Archives Lhistoire du Droit Oriental.
Revue Internationale des Droits de Tandiguité, tomo I (Bruseles, 1952),
p. 578-581, comienza dictendo em su resefia critica: “No dudo um momen-

(1Y V. A.D. C. 4 (1951), 226288 y 1544-1547. <



